Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos.) 


-La Presidencia quiere consultar a los miembros sobre el planteo realizado nuevamente por el 
señor Aquiles Imbriaco -que ya estuvo presente en la Comisión- que involucra al Mides y al INDA, ya 
que, según lo expresado en la carta remitida, llevará adelanta una serie de acciones respecto a esas 
Instituciones. Quizás la Comisión podría hacer alguna gestión o investigación en esos organismos del 
Estado para luego ver cómo seguimos el trámite de este asunto dentro de la Comisión. 


SEÑOR SOLARI.- Me parece muy bien, señor Presidente. 
SEÑOR LORIER.- De acuerdo, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En una primera instancia la Presidencia se ocupará personalmente del tema. 


SEÑORA MOREIRA.- Más allá de la consulta que realice el señor Presidente, como en esta carta hay 
muchas preguntas planteadas en relación al INDA, quizás se le podría solicitar a alguna de las 
autoridades que conozca toda esta temática -de pronto su Director no conoce todos los puntos aquí 
planteados- que las responda una por una por escrito. Me inclino por que se haga la gestión por parte 
de Secretaría ante el INDA, que se desglosen los puntos relacionados a esa Institución -hay otros 
temas que no le corresponden- y se realice la consulta por escrito. Entiendo que la respuesta debería 
ser por escrito, porque de esa manera podríamos, incluso, remitírsela al señor Imbriaco. 
Concretamente, plantea varias cosas: la relación entre la tarjeta Mides y el INDA, la cuestión de los 
domingos, el tema de hacer cola para obtener un número. En fin, son varios temas. Si es necesario 
estoy dispuesta a colaborar con la Secretaría para hacer el desglose de todo lo que se plantea en la 
carta. En la medida en que tengamos una respuesta por escrito, también podríamos cursarla de la 
misma forma a este señor que, según advierto, está muy enojado. 


SEÑOR LORIER.- Ya en la Legislatura anterior recibimos planteos con respecto a este tema, y se ha 
logrado un avance porque, por lo menos los sábados -aunque de manera especial- se comenzó a 
contemplar la situación que se planteaba. Creo que el centro del problema en este momento tiene que 
ver con el hecho de tener tarjeta del Mides, en cuyo caso no se tiene derecho a acceder al comedor, lo 
que, según se expresa en la nota, todavía no está resuelto dentro del Ministerio. Sin embargo, el señor 
Imbriaco dice que se está aplicando la nueva reglamentación, debiéndose optar por la tarjeta o por el 
servicio directo. Entonces, el centro de la consulta es si eso es así, porque creo que no solo está 
afectando a quien consulta, sino a mucha gente que, teniendo la tarjeta, va a los comedores del INDA. 
Insisto en que, a mi juicio, ese es el centro de la cuestión. Lo relacionado al día domingo es otro tema 
que habría que seguir considerando. En aquel momento se avanzó, porque ahora hay servicio los 
sábados -antes no lo había ni sábados ni domingos- y se entrega $ 60, cifra que para el señor 
Imbriaco es insuficiente. Creo que por ahí va la preocupación central, a la que nosotros deberíamos 
abocarnos, sobre todo si hay contradicción entre ser beneficiario y tener la tarjeta, pero no poder 
acceder al comedor del INDA. 


SEÑORA MOREIRA.- Esa es una cuestión, pero también está el tema de los domingos. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que sería muy interesante conversar con la gente del INDA sobre este punto 
y sobre la marcha de los servicios de comedor, porque son temas que a veces, en la vorágine del 
trabajo parlamentario, no tratamos o no les damos quizás la importancia que tienen, en la medida en 
que, evidentemente, repercuten sobre miles de personas. 


Tengo entendido, por lo que he podido percibir -no sabía si era por resolución del INDA o del 
Mides, o si era una tendencia de la gente- que hay una notoria disminución de las personas que 
asisten a los comedores. En mi caso, tenía la íntima convicción de que ello se debe al uso de la tarjeta 
del Mides, porque esto le permite al usuario ir a un determinado supermercado y proveerse de los 


alimentos de acuerdo con los fondos de que disponga. De manera que suponía que por esa razón 
había bajado considerablemente la cantidad de gente en los comedores del INDA. Sin embargo, ahora 
me empiezo a encontrar con situaciones como esta que parecen demostrar que no es tan así, porque 
este señor, por lo que dice, mantiene su preferencia por asistir a los comedores. 


Me parece que sería bueno analizar este asunto, porque es un tema en evolución, que está en 
marcha, y me gustaría saber cómo lo están viendo las autoridades del INDA en forma global, más allá 
de una situación en particular, que es la que aquí está planteada. En síntesis, sería interesante que 
pudiéramos conversar con jerarcas del INDA para tener datos frescos sobre esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que podríamos convocar a las autoridades del INDA, como propone el 
señor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: estaba mirando la fecha de este correo electrónico, que es del 15 
de marzo de 2012. Allí se anuncian una serie de acciones para ese día y el lunes siguiente, incluso una 
huelga de hambre. Pero desde el 15 de marzo hasta ahora han pasado dos meses y medio, y no tengo 
noticias de que haya habido todo ese movimiento del cual se habla. Me pregunto si no sería bueno 
hablar con este señor, en nombre de la Comisión, antes de dirigirnos a las autoridades del INDA y del 
Mides, para ver qué pasó en este tiempo. En lo personal conozco a quien realiza el planteo -porque 
tuve la oportunidad de entrevistarme con él- y no creo que haya mermado su enojo, pero de pronto 
algunas de las circunstancias específicas u objetivas de las que habla allí han cambiado. Entiendo que 
no sería conveniente plantearle al INDA o al Mides problemas que ya se solucionaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que ocurre es que el señor Senador Da Rosa vinculaba el tema a una 
situación ya más general, sobre la cual quería tener acceso a información actual. Pero, en todo caso, 
podemos hacer las dos cosas. 


SEÑOR LORIER.- Quizás una llamada personal del señor Presidente de la Comisión, en la que 
plantee la inquietud de los distintos señores Senadores sobre este tema, nos permita ver si es 
necesario que concurran a la Comisión, como solicita el señor Senador Da Rosa.Tal vez, en esa 
conversación que se mantenga nos encontremos -como señalaba el señor Senador- con que varios de 
los temas ya están solucionados, o quizás no. Si llegara a ocurrir que no están resueltos, es importante 
que sean abordados por la Comisión, teniendo en cuenta que comienza el frío y todas las personas 
necesitan un plato de comida caliente. A nuestro juicio, estamos justo a tiempo para tratar esta 
problemática. Se podría hacer una llamada telefónica y, en función de lo que se converse, quedaría a 
criterio del Presidente si vale la pena o no que se realice la convocatoria. Hacemos este planteo porque 
luego tenemos otra instancia, que es consultar al Ministerio de Desarrollo Social, que nos va a dar un 
panorama del conjunto de la problemática porque, en última instancia, es el más entendido en estos 
temas. 


SEÑOR PRESIDENTE. Exactamente. Pregunto al señor Senador Da Rosa qué le parece el 
planteamiento del señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- De acuerdo, señor Presidente. 


SEÑORA MOREIRA.- Disculpe, señor Presidente, pero tuve que retirarme por un momento. Quisiera 
saber cómo vamos a continuar trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Lorier planteó la posibilidad de que la Presidencia consulte 
previamente al INDA en qué nivel de análisis están estos temas, es decir, si están en trámite, cómo han 
evolucionado en general y, a partir de esta consulta, se considerará si es pertinente o no que concurran 
las autoridades a la Comisión. 


Ahora corresponde continuar con el tratamiento del proyecto de ley relativo a la Promoción del 
Voluntariado con Fines de Bien Común. 


SEÑOR SOLARI.- Desde ya quiero señalar que no tengo ningún reparo con la redacción con la cual 
veníamos trabajando en la Comisión, o sea, la que figura a la derecha del repartido que nos fuera 
entregado oportunamente. Me tomé el atrevimiento de releerlo todo y tratar de aclarar algunas 
situaciones en las cuales utilizábamos un mismo término para describir situaciones diferentes: algunas 
son agrupaciones de voluntarios propiamente dichas, mientras que otras son instituciones que se 
benefician de las acciones de los voluntarios. Reitero que no tengo ningún inconveniente en que 
tomemos el proyecto de la Comisión, pero lo que sí me parece es que, salvo el tema de las 
exoneraciones impositivas que, por lo que recuerdo, había quedado en suspenso, tendríamos que 
tratar de avanzar para terminar con este tema lo antes posible. Quisiera que quedara claro que traté de 
hacer un trabajo constructivo, a efectos de mejorar la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, teníamos algunas diferencias con respecto a la acción del 
voluntariado y con lo que el señor Senador planteó. Nos preocupaba, en principio, que las 
organizaciones de voluntariado, como el señor Senador las denomina, en lugar de instituciones público 
privadas, quedaran sin el detalle que se daba en el artículo 4% del primer proyecto, con lo que podría 
dar lugar -porque queda en una nebulosa- a la acción, por ejemplo, de alguna empresa privada. En ese 
sentido, se han previsto otros mecanismos para incentivar la participación de estas empresas en la 
acción social, como puede ser la exención de impuestos que, por otra parte, está muy vinculada a los 
fines del voluntariado. En la propuesta del Senador Solari, que habla de “organizaciones de 
voluntariado públicas o privadas”, se elimina la definición que se hacía en la primera redacción, en la 
que se hablaba de “asociaciones civiles sin fines de lucro, fundaciones, instituciones de educación 
formal y no formal cualquiera sea su forma jurídica”. Ahora bien, nosotros pensamos que se debe 
mantener ese detalle. 


SEÑOR SOLARI.- Con respecto a ese punto específico, no tengo absolutamente ningún inconveniente 
en incluir todo el desarrollo que está entre paréntesis en el artículo 4% del proyecto de la Comisión en 
alguna parte de la redacción que propongo. Es decir, podría expresarse: “organizaciones de 
voluntariado públicas o privadas (asociaciones civiles sin fines de lucro, fundaciones, instituciones de 
educación formal y no formal cualquiera sea su forma jurídica)”, lo cual excluiría esa posibilidad 
empresarial a la que se refería el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego veremos ese punto con el resto de los miembros de la Comisión. 


En cuanto a quiénes se benefician, podemos decir que lo vemos en forma contraria. Cuando 
se detalla quiénes son los beneficiarios, se hace referencia a las familias, comunidades, instituciones 
públicas o privadas; luego se dice “que desarrollan programas o proyectos”, y se continúa con una 
redacción casi igual a la del proyecto original. Creo que con esta redacción se restringe el universo de 
beneficiarios, ya que lo que el Senador Solari define como “instituciones beneficiarias” continúa atado 
a esos actores. Por ejemplo, hablamos mucho de los casos en que el Mides utiliza el voluntariado, pero 
el Ministerio no es precisamente una organización de voluntariado, sino que simplemente utiliza 
voluntarios. En definitiva, me parece que puede ser muy restrictivo decir que las instituciones 
beneficiarias se reducen a lo que está marcado en el artículo 4%. Creo que este artículo es importante 
en la medida en que da el punto de partida para definir los dos extremos de la acción del voluntariado. 


SEÑOR SOLARI.- Entiendo la objeción que plantea el señor Presidente, en el sentido de que el Mides 
obviamente es un Ministerio, una Secretaría de Estado del Poder Ejecutivo, y no una organización de 
voluntarios, sino un beneficiario del voluntariado. Por lo tanto, desde mi punto de vista, en la redacción 
alternativa que propongo estaríamos haciendo referencia a una institución pública que desarrolla 
programas de contenido social, que persigue finalidades propias de bien común. De esta manera 
quedarían comprendidos el Mides, ASSE, el Centro Tiburcio Cachón y todos los programas de las 
Intendencias, pues se trata de instituciones públicas que desarrollan programas de contenido social, 
con finalidades y objetivos propios de bien común. En realidad, ninguna de estas instituciones es una 
organización de voluntariado, aunque puedan recibir o no el apoyo de voluntarios. Me parece 
importante distinguir unos de otros. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que con la consideración que hacía el señor Senador Solari en el sentido de 
incluir a las instituciones que están dentro del paréntesis, puede perfectamente aceptarse su redacción, 
porque me parece que le da un grado mayor de amplitud y de casuística a la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, el artículo 4? quedaría redactado de esa manera. Por supuesto 
que lo de las instituciones beneficiarias va a aparecer después, por lo que me parece que podemos 
seguir adelante en el tratamiento del proyecto de ley, a fin de ir modelándolo mejor. 


SEÑOR SOLARI.- Recuerdo que todos estos artículos fueron considerados y, de alguna manera, 
adoptados por la Comisión, por lo que soy consciente del aspecto formal. 


El artículo 5% básicamente lo que hace es sustituir la palabra “entidades” -que desde mi punto 
de vista es muy genérica- por “organizaciones de voluntariado”, y después el contenido del texto es 
prácticamente el mismo. 


El único punto que había quedado para discutir era quién era responsable con relación a los 
menores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el último inciso se dice: “Las organizaciones de voluntariado y las 
instituciones beneficiarias, públicas y privadas en ambos casos, serán responsables de establecer el 
marco de protección respecto a los menores”, etcétera. Allí puede haber algún problema, porque en las 
instituciones beneficiarias incluimos a familias, comunidades, instituciones públicas y privadas, tal 
como figuran en el artículo 4*. Si la acción del voluntariado incluyera como beneficiario a un barrio, me 
parece que no sería correcto incluir esas responsabilidades. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que la responsabilidad en ese aspecto ya está definida institucionalmente y, 
salvo el INAU, no hay quien deba responder por eso. Las personas deben referirse a esa Institución 
para lograr la autorización y no hay otra en la que se pueda delegar esa función. Desde mi punto de 
vista, así figura a texto expreso. 


SEÑOR SOLARI.- Estamos comparando las dos redacciones que hay sobre esta norma, pero se 
puede establecer una tercera -y es muy posible que así suceda- que sea mejor que cualquiera de ellas. 


La redacción original establece: “Las entidades públicas o privadas en las que se ejerce el 
voluntariado, serán responsables de establecer al menos el mismo marco de protección respecto a los 
menores, previsto en el Capítulo Xll de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la 
Niñez y la Adolescencia”. Las entidades públicas o privadas en las que se ejerce el voluntariado 
pueden ser organizaciones de voluntarios o instituciones beneficiarias. Por su parte, el marco de 
protección al menor es el que establece el Código de la Niñez y la Adolescencia y su vigilancia le 
corresponde al INAU. En la nueva redacción, lo que se hace es especificar a qué refieren estas 
instituciones públicas o privadas. Se puede discutir si son las organizaciones de voluntariado las que 
deben establecer ese marco -que, como mínimo, deben tener las obligaciones que establece el Código 
de la Niñez y la Adolescencia- o si son las instituciones beneficiarias las que deben hacerlo. Cuando 
reflexioné sobre este tema, en principio me pareció que eran las organizaciones de voluntariado, 
porque es ahí donde hay una relación con el voluntario y se establece un acuerdo; estas 
organizaciones regulan su actuación. Pero hay casos en los que los voluntarios pueden relacionarse 
directamente con la institución beneficiaria final, como es el caso de las denominadas Damas Rosadas 
del Hospital Pereira Rossell. Por eso llegué a la conclusión -que podría parecer un sinsentido- de que 
se trata de organizaciones de voluntariado y de instituciones beneficiarias públicas o privadas. Al final 
de este párrafo se puede agregar la sugerencia de la señora Senadora Xavier que decía: “cuya 
vigilancia compete al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay” con lo que se redondea la idea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Senador Solari que reitere la sugerencia. 


SEÑOR SOLARI.- Una primera propuesta sería que el último párrafo de este artículo expresara: 
“serán responsables de establecer el marco de protección respecto a los menores, previsto en el 
Capítulo XIl de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia), 
cuya vigilancia compete al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay”. 


Nos queda por resolver la primera parte. 


SEÑOR DA ROSA.- Estuvimos conversando con el señor Senador Lorier y considero que al decirse 
que serán responsables de establecer el marco de protección respecto de los menores que está 
previsto en el Código de la Niñez y la Adolescencia, en realidad se está reconociendo de forma 
implícita la competencia del INAU en esa materia y el agregado propuesto por el señor Senador Solari, 
a sugerencia de la señora Senadora Xavier, lo hace más expreso, porque define claramente que esa 
tarea compete al INAU. 


SEÑOR LORIER.- Quisiera saber si a través de la Secretaría podríamos conocer el texto del Capítulo 
XIl de la Ley N* 17.823. 


SEÑOR DA ROSA.- Es el capítulo que refiere al trabajo de los adolescentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 161 del capítulo XIl del Código de la Niñez y la Adolescencia 
establece: “El estatuto de los adolescentes que trabajan se regulará conforme a las normas de este 
Código, leyes especiales, tratados, convenciones y convenios internacionales ratificados por el país”. 
Ahora bien, aquí no se hace referencia a ningún artículo en particular. A su vez, el artículo 163 regula la 
obligación de protección. 


SEÑOR LORIER.- ¿Se hace referencia a algún organismo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 162 establece la edad de admisión y la obligación de protección, 
que corresponde al INAU. 


El artículo 164 se refiere a las tareas y condiciones nocivas de trabajo; concretamente, en su 
primer inciso dice: “El Instituto Nacional del Menor establecerá con carácter de urgente el listado de 
tareas a incluir dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo para la salud o para su desarrollo 
físico, espiritual o moral, los que estarán terminantemente prohibidos, cualquiera fuere la edad del que 
pretenda trabajar o ya se encuentre en relación de trabajo”. 


SEÑORA XAVIER.- En algún lado dice que la autorización solo le compete al INAU. 


SEÑOR LORIER.- Debe existir una expresión de carácter general que establezca que le corresponde 
al INAU. 


SEÑOR DA ROSA.- Esto surge de la norma del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
SEÑOR LORIER.- No estoy en desacuerdo con que figure expresamente, pero creo que surge de esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 167 establece que los menores deben contar con un carné de 
habilitación y, a continuación, detalla los datos que deben constar. 


SEÑOR LORIER.- El artículo 6*, relativo al contralor de las actividades de los voluntarios, habla del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social pero no del INAU, y quizás debería incluírselo teniendo en 
cuenta el trabajo infantil o de los menores. Tal vez la redacción haya sido elaborada pensando en los 
adultos que trabajan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro. 


SEÑOR LORIER.- Si ampliamos el universo a los menores -cuya situación en parte ya está cubierta 
por las disposiciones del Capítulo Xll del Código de la Niñez y la Adolescencia- debemos subordinar el 
tema concreto del contralor a un organismo específico para que, realmente, no quede en una nebulosa 
quién tiene que hacerse cargo, por lo que creo que también debe incluirse al INAU en el artículo 6*. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto las expresiones del señor Senador Lorier porque, en realidad, si uno 
examina los incisos cuarto y quinto del artículo 5% advierte que están juntos en el mismo artículo porque 
los dos se refieren a los menores. Sin embargo, cuando hablamos específicamente del tema del 
contralor de las actividades de los voluntarios, podemos advertir que el último inciso de este artículo 5% 
-que se refiere al control de las actividades de los menores y del cumplimiento del Capítulo XII del 
Código de la Niñez y la Adolescencia- debería estar incluido dentro del artículo 6%, porque se está 
refiriendo a los controles y, específicamente en el caso de los menores, a cómo se deberán ejercer. 


Entonces, es cierto lo que ha dicho el señor Senador Lorier porque el artículo 5% se refiere a 
que en el caso de los menores de edad también deberá existir un consentimiento expreso de los 
representantes legales de los niños a los efectos de poder desarrollar las actividades en cuestión, y lo 
relativo a los contralores -que es a lo que se refiere el último inciso respecto de los menores- en 
realidad debería incluirse en el artículo 6* porque este se refiere, precisamente, a los contralores de las 
actividades de los voluntarios. 


Concretamente, para los menores ese contralor corresponde al INAU; estoy hablando de que 
se cumpla con las disposiciones del Capítulo XIl del Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR SOLARI.- Me surgen dos preocupaciones con respecto a lo que se está conversando. La 
primera de ellas tiene que ver con que, en realidad, actualmente el propósito fundamental del último 
inciso del artículo 5% no es la vigilancia del cumplimiento sino establecer quién es responsable; se trata 
de conceptos complementarios pero distintos. Creo que la ley debe establecer de quién es esa 
responsabilidad. 


El segundo aspecto es que me parece que existe una cierta diferencia entre el Capítulo XIl de 
la Ley N* 17.823 y el penúltimo inciso de este artículo 5%, en tanto este posibilita que actúen como 
voluntarios aquellos que tienen más de trece años de edad. No estoy seguro de si el Capítulo XII del 
Código de la Niñez y la Adolescencia establece esa posibilidad de trabajo para los menores desde los 
13 años; tengo la impresión de que no es así, pero no lo sé con certeza. 


SEÑORA SECRETARIA.- En realidad, el Código de la Niñez y la Adolescencia maneja la edad de 15 
años, pero en la Cámara de Representantes se estableció la edad de 13 años. 


SEÑORA XAVIER.- Se está haciendo una referencia expresa a que en los casos particulares solo el 
INAU podría dar la autorización. Por tal motivo, es importante leer todas las disposiciones; de lo 
contrario, podríamos estar transfiriendo un problema de responsabilidad a quien con la mejor intención 
tenga jóvenes mediante la acción del voluntariado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tendríamos que estar seguros antes de legislar sobre este tema. Por tanto, lo 
postergamos para realizar las consultas correspondientes. 


SEÑOR SOLARI.- No estamos hablando de una actividad de empleo, es decir, no se trata de un 
empleo generador de una renta, sino de una acción voluntaria que tiene beneficios para quien recibe el 
servicio y también para quien lo brinda. Entonces, tal vez no debamos ser tan estrictos en cuanto a la 
edad de los quince años porque, ciertamente, hay una cantidad de actividades voluntarias que se 
pueden hacer antes de esa edad y que hacen bien a los adolescentes e, incluso, a los niños. Por tanto, 
creo que habría que mantener el límite de trece años. Me parece que es correcta la expresión “marco 
de protección respecto a los menores”, porque es una referencia general a criterios que están 
establecidos en dicho marco. Y probablemente sea correcto que se agregue en el artículo 6% -como 
bien dice el señor Senador Da Rosa- en forma de mandato, que el cumplimiento de las disposiciones 
referidas a este artículo no corresponderá solamente al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sino 
que, en el caso de los menores, se dará intervención al INAU. Considero que de esta manera 
resolvemos el espíritu de la ley del voluntariado, establecemos un marco para la actuación de los 
menores y le damos al INAU la capacidad o responsabilidad de que ese sistema funcione con un 
determinado control. Por tanto, habría que hacer algunos cambios de redacción, pero quedarían 
establecidos los criterios correspondientes. 


SEÑOR DA ROSA.- Con respecto a lo expresado por el señor Senador Solari, propondría que en el 
artículo 6% agregáramos un tercer inciso que dijera lo siguiente: “En el caso de menores de edad de 
más de trece años, será el INAU el que deberá controlar la aplicación por parte de las entidades 
públicas o privadas en las que se ejerza el voluntariado, del Capítulo XIl de la Ley N* 17.823, Código 
de la Niñez y la Adolescencia”. De esta manera quedaría especificado más claramente que en el caso 
de los adolescentes es el INAU el que debe controlar que en las entidades públicas o privadas en las 
que se ejerza el voluntariado se apliquen las normas relativas al Código de la Niñez y la Adolescencia, 
tal como manifestó la señora Senadora Xavier. Me parece que esta redacción redondea lo que 
queremos decir en el artículo. 


SEÑORA XAVIER.- Sugeriría que previo a la aprobación de este proyecto de ley por parte del Plenario, 
informáramos al señor Presidente del INAU sobre la modificación que estamos haciendo puesto que 
quizá la institución puede haberse visto enfrentada a una experiencia similar. Convendría entonces 
notificarle sobre esta nueva tarea y ajustar lo más posible la redacción que convengamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen objeciones, así se hará. 


Con respecto al inciso segundo de este mismo artículo, quiero aclarar que tenemos una 
diferencia en cuanto a la nómina de voluntarios. Luego de algunas consultas realizadas a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, notamos que en realidad no es la nómina lo que a esta le sirve, sino contar 
con las altas y bajas que se produzcan en ella. Por lo tanto, sugerimos redactar el inciso segundo del 
artículo 6% de la siguiente manera: “El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá remitir 
periódicamente a la Oficina Nacional del Servicio Civil las altas y bajas de la nómina de voluntarios 
que realicen tareas en programas bajo la responsabilidad de organizaciones de voluntariado que en 
forma directa o indirecta utilicen la colaboración de los mismos, de acuerdo con los requisitos que 
estipule la mencionada Oficina, a fin de que cumpla con los cometidos que le son propios”. Está 
planteando este cambio en la redacción para que la información le sea útil a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y no tenga que comparar distintas nóminas para saber cuáles voluntarios continúan en 
actividad. 


SEÑOR SOLARI.- Creo haber recibido una comunicación de la Oficina Nacional del Servicio Civil en la 
que se especificaba una cantidad de circunstancias en las se había informado acerca de la cantidad de 
voluntarios que habían trabajado. Recuerdo que había una en Presidencia de la República, unas 
cuantas en el Mides y muy pocos casos más. Lamentablemente, no encuentro la copia pero creo que 
había una definición que indicaba que eran de carácter general y no por nómina de personas, con 
nombre y apellido, y que inclusive habían sido mantenidas en un determinado momento y después se 
habían cortado, aunque no sé si estoy equivocado. En ese sentido, los señores Senadores deben 
recordar una consulta que realizamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así, señor Senador. 


La Presidencia quiere compartir con los miembros de la Comisión una misiva que nos hizo 
llegar la doctora Elena Tejera, Directora de la Oficina Nacional del Servicio Civil. En uno de sus 
párrafos dice: “A efectos de dar cabal cumplimiento de los dispuesto en el artículo 14 y 63 de la Ley N* 
18.719, las instituciones públicas deberán además registrar en el Registro las nóminas de voluntarios 
relacionados con ellas en forma directa o indirecta, así como las altas y bajas que se registren en 
dichas nóminas”. En función de ello nosotros incorporamos el tema de las altas y bajas porque aquí 
solo estábamos hablando de que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social le enviara una nómina. Se 
resolvió por esa razón, pero no tengo conmigo el informe cuantitativo. 


SEÑOR SOLARI.- El tema es si van con nómina o no. 


Como dije al comienzo de esta sesión, no tengo ningún inconveniente en adoptar el texto 
original acordado en la Comisión en lugar de la redacción del inciso segundo del artículo 6* que yo 
había propuesto. Repito que no tengo ningún inconveniente en hacerlo. La única diferencia es que en 
un caso se remite la nómina y en otro solo las altas y bajas de las nóminas. Ahora bien, correspondería 
sí agregar a ese artículo 6* el párrafo redactado por el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al respecto, la Presidencia quiere recordar que el señor Senador Da Rosa ya 
adelantó un texto a la Comisión pero que, a solicitud de la señora Senadora Xavier, se harán las 
consultas correspondientes al INAU. 


Pasamos al siguiente artículo. 


En este artículo 7” tenemos otra vez el tema del literal F). La pregunta es a cargo de quién 
está el seguro. El proyecto original decía en una primera frase: “Estar cubierto por un seguro de 
accidente en el desarrollo de sus tareas, a cargo de la institución que lo recibe como voluntario”. En 
cambio, el proyecto del señor Senador Solari establece que el seguro debe estar a cargo de la 
institución beneficiaria que lo recibe como voluntario. Creo que el tema es algo confuso. 


SEÑOR SOLAR!I.- En este caso hay individuos que son voluntarios, organizaciones que los aglutinan y 
los ponen al servicio de distintas instituciones beneficiarias, e instituciones beneficiarias finales. En ese 
marco, parecería que estas asociaciones de beneficiarios intermedias van a tener una carga 
económica bastante importante -dado que no generan de recursos- si deben enfrentar esas primas. 
Además, los beneficiarios últimos -Intendencias, Mides, hospitales privados, etcétera- tienen de por sí 
en su giro una cierta capacidad como para poder resolver este problema. La excepción serían aquellos 
casos en que el beneficiario final sea una institución tan sin fines de lucro como la organización de 
voluntarios; estoy pensando, por ejemplo, en una liga de fomento de un pueblo pequeño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Volvemos a lo que habíamos discutido en el artículo 4%, donde las 
instituciones beneficiarias están definidas como familias, comunidades o instituciones públicas y 
privadas. Es decir que puede tratarse de una familia, una comunidad, un barrio. Me parece que esto 
sería mucho más problemático que el hecho de que una institución que quiere desarrollar la acción de 
voluntariado pueda tener alguna restricción con respecto al seguro. 


SEÑOR SOLARI.- Lo que dice el señor Presidente es cierto; es un aspecto que se me escapó. De 
cualquier manera, el criterio general podría primar en el sentido de que aquellos beneficiarios que sean 
institucionales y que tengan una cierta capacidad económica, sean los responsables del pago de este 
seguro. En los casos en que el beneficiario no tenga esas características, podría serlo la organización 
de voluntarios. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Cómo se determinaría objetivamente cuál es la institución sobre la que 
recaería la responsabilidad y quién sería el Juez en ese caso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si en la ley en sí misma podemos definir eso en forma tan precisa. 


SEÑOR LORIER.- En cuanto al universo global de los voluntarios, la idea es que nadie quede sin 
seguro. Teniendo en cuenta esto, por un lado vamos a encontrar voluntarios vinculados a instituciones 
oficiales, otros ligados a instituciones particulares y algunos otros que no tienen por qué estar 
supeditados a ninguna organización en particular. Con respecto a esto último, creemos que debemos 
promover ese tipo de actividad. Sabemos que, efectivamente, existen individuos que hacen este tipo de 
trabajo a título personal. Si partimos de la premisa inicial de que todo el universo debe tener una 
cobertura, el problema del seguro se complejiza. Reitero que, en la práctica, vamos a encontrar 
personas que, sin estar vinculadas a organización alguna, realizan tareas de voluntariado y que 
representan una parte del universo; tenemos otra parte en la que se hacen tareas de voluntariado de 
forma organizada, a través de determinadas instituciones; y, por último, en una tercera parte pueden 
estar aquellos directamente vinculados con instituciones oficiales. Repito que si partimos de la premisa 
inicial de que todos tienen que estar asegurados, debemos analizar todo esto, porque estamos 
hablando de realidades concretas; de lo contrario, nos va a quedar algo afuera. 


Pensando en voz alta, digo que quizás deberíamos no tratar igual lo que es diferente. 
Siguiendo este razonamiento, a lo mejor se debería dar un trato distinto -relacionado con el Banco de 
Seguros del Estado- al voluntariado individual con respecto al voluntariado institucional o al vinculado a 
las organizaciones privadas. Esto, obviamente, partiendo de la premisa inicial de que todos deben 
estar asegurados. Si el criterio no fuera ese, tendríamos que analizar nuevamente este aspecto. Pero 


sabemos que, hoy por hoy, son muchas las personas que actúan como voluntarias a título individual - 
incluso hemos visto ejemplos- y la ley debe contemplar la generalidad de los casos. Hago esta 
reflexión a fin de que pensemos esto con mayor detenimiento. Confieso que, en lo personal, no tengo 
todavía posición al respecto. 


Se me ocurre que tal vez podríamos realizar una consulta al Banco de Seguros del Estado -tal 
como se ha hecho con otros organismos- porque, cualquiera sea la solución que logre, va a tener 
parte, dado que estamos hablando de un seguro promocional. Es más, en algunos casos, si 
socialmente la actividad lo merece, dicho seguro puede estar subsidiado hasta el punto de no tener 
costo. No olvidemos esto: es una acción que tiene más valor social de lo que representa un seguro, 
pero debe estar cubierta por él. Creo que esto es materia de una institución estatal como el Banco de 
Seguros del Estado. Al otorgar un seguro sin costo para determinadas actividades, estaría colaborando 
en la promoción del voluntariado; de otra forma sería muy difícil que pudieran pagarlo y, entonces, en 
vez de estimular, estaríamos desestimulando. 


Asimismo, aprobada la ley, debemos considerar lo siguiente. Si partimos de la premisa de que 
todos deben estar asegurados, quienes no lo estén y actúen en forma individual voluntariamente, sin 
ningún tipo de organización privada o pública, podrían estar en falta. Este problema es más complejo 
de lo que en un primer momento se pudo observar. 


SEÑOR SOLARI.- En el mismo sentido de lo que aportaba el Senador Lorier con respecto a que todos 
los voluntarios deben estar cubiertos por un seguro, porque es lo mínimo que se le puede dar a una 
persona que ofrece su tiempo en forma gratuita, y teniendo en cuenta la objeción planteada en cuanto 
a que el artículo 4% establecía como beneficiarios no solamente a instituciones, sino también a 
individuos, familias y comunidades, he redactado un texto que podría salvar ambas dificultades. El 
literal F) diría: “Estar cubierto por un seguro de accidente en el desarrollo de sus tareas, a cargo de la 
institución que se beneficia de su acción o, en el caso de que esta sea una persona, familia o 
comunidad sin capacidad económica para ello, el seguro de accidente deberá ser pago por la 
organización de voluntarios a la cual está afiliado.” Es decir, se trataría de un caso u otro, pero siempre 
debe estar cubierto. 


SEÑORA MOREIRA.- En lo personal, ante todo quiero hacer una observación de carácter filosófico. 


En nuestro país, el trabajo no remunerado voluntario es de una magnitud tal que equivale casi 
al costo del Estado. O sea que nosotros, al regular el voluntariado, damos por sentado que solo 
estamos reglamentando una parte de ese trabajo, que tiene ciertas características. En realidad, como 
feminista estaría a favor de que reguláramos todo el trabajo voluntario no remunerado  -sobre todo el 
femenino- de modo tal que se pagara y estuviera sujeto a normas, autoridades, principios, seguros, 
etcétera; sin embargo, simplemente pienso que la sociedad no está preparada para eso. Entonces, 
tengo la impresión de que el proyecto de ley está referido, no a cualquier voluntariado, sino al 
voluntariado de organizaciones de cierto porte. 


Ahora bien, cuando en el artículo 4% nos referimos a las familias, etcétera, extendemos 
bastante el concepto de voluntariado en relación a cómo había sido pensado inicialmente -sobre todo 
cuando hicimos público el proyecto- y nos enfrentamos con algunas dificultades. Por ejemplo, si 
transformamos el proyecto en universal, para todo tipo de trabajo voluntario no remunerado, solo unos 
pocos tendrán posibilidad de asegurar; digo esto porque, por poco que valga el seguro, según el 
Banco tiene un cierto costo. 


Por lo tanto, mi reflexión de carácter filosófico apunta a volver un poco al origen y al sentido de 
un proyecto de voluntariado que, según creo, refiere a cierto tipo de trabajo que tiene una determinada 
escala, y no a cualquier voluntariado ni a todo tipo de ayuda que se brinde a las familias en cualquier 
situación. 


En este marco, creo que lo que propone el Senador Solari no resuelve el tema porque siempre 
vamos a encontrar situaciones intermedias entre una familia sin recursos y una organización pública o 
privada que pueda pagar el seguro. Es decir, según lo que entendí de la visita del Banco de Seguros 


del Estado, el seguro tiene un costo, a pesar de que es mucho menor que el de otros. El principio de un 
trabajo no remunerado es justamente eso. Entonces, no sé si sería conveniente expresar en el texto de 
la ley la dicotomía que plantea el Senador Solari en cuanto a que en unas situaciones sí, y en otras 
no, y someter eso a alguna autoridad competente para que determine que, en algunos casos, es la 
institución beneficiaria la que debe hacerse cargo; tampoco sé si es apropiado señalar que eso estará 
a cargo de la institución beneficiaria o que, en excepciones, será regulado por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, o quien corresponda. 


SEÑOR LORIER.- Quisiera plantear, concretamente, la posibilidad de una consulta al Banco de 
Seguros del Estado a fin de que podamos tener más claro todo el espectro, incluyendo la cuestión de 
las posibilidades del mismo Banco en cuanto a participar activamente en la promoción de estas 
actividades. Así podríamos analizar cómo se puede trabajar este tema de la mejor forma posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las autoridades del Banco de Seguros del Estado ya estuvieron en la 
Comisión y, como no podía ser de otra manera, hicieron referencia a los casos de voluntariado en los 
que el seguro es asumido por las instituciones organizadoras o por las organizaciones del voluntariado, 
como las estamos denominando a sugerencia del señor Senador Solari. Esos son los casos que 
manejó el Banco de Seguros en este ámbito. No alcanzamos a distinguir una situación diferente. 


De pronto podemos remitirnos a como sigue el literal, ya que “zafa” de esta situación cuando, 
en primer lugar, le da al Banco de Seguros del Estado la posibilidad de instrumentar líneas especiales 
con carácter promocional y, en segundo término, remite esta modalidad de seguro a la reglamentación. 
Evidentemente, las salidas que se encontraron fueron esas dos: que el Banco de Seguro promocione y 
que, allí donde haya dificultades, resuelva la reglamentación que, sin duda, será dictada por las 
instituciones que aquí van a participar. 


SEÑOR SOLARI.- Con respecto al planteamiento realizado por la señora Senadora Moreira -que, 
según creo, va a la profundidad de la discusión- quiero decir lo siguiente. 


Hace muchísimos años formé parte de una organización llamada *Castores de Emaús”, cuyo 
objetivo es trabajar en forma voluntaria con familias humildes en la construcción de sus viviendas; una 
especie de “Plan Juntos” de aquel momento, como dije, hace muchos, muchos años. En este caso, la 
beneficiaria es una familia en concreto. No sé cómo serán las cosas hoy, pero en aquel momento la 
organización de voluntarios no tenía personería jurídica; estoy seguro de eso. Éramos 15 chiquilines 
organizados por una persona que entendía de construcción; sin embargo, lo cierto es que había un 
servicio que era útil para el voluntario y para la familia que lo recibía. Algunas situaciones de esa clase 
deben seguir dándose. No se cuán distinto será “Un techo para mi país”; a su vez, habrá unas cuantas 
situaciones que no tienen la publicidad ni el reconocimiento, pero sí el mismo espíritu. 


Entonces, la totalidad de este literal F) refiere, básicamente, a instituciones formales, 
constituidas, que tienen presupuesto y autoridades, y que se benefician claramente. Imaginemos, por 
ejemplo, un servicio de orientación voluntaria a los pasajeros de la Terminal de Tres Cruces; 
obviamente, quien tiene que pagar el seguro es la Terminal de Tres Cruces, eso está claro. Ahora bien, 
si hablamos de “Castores de Emaús”, es esta misma quien debe pagar, porque es la que tiene más 
organización. Podrá tener o no capacidad para pagar esa prima -ese es otro tema- o podrá lograr, 
dentro del “Plan Juntos”, un subsidio a esos efectos -posibilidad interesante- pero no podemos hacer 
responsable a la familia que recibe el beneficio porque, justamente, si lo recibe es porque no tiene 
capacidad económica. Además, ninguna ley puede contener todas las situaciones. Es por eso que 
están los planes promocionales y, sobre todo, la reglamentación. En algunos de esos casos no podrá 
haber otra cosa que no sea un subsidio, porque son tan pobres los que reciben como los que dan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, me inclino por dejarlo a cargo de la institución que lo recibe 
como voluntario porque, en definitiva, en casi la totalidad de los casos la acción del voluntariado va a 
beneficiar a quienes el Estado, los privados u otros no pueden satisfacer. La acción de voluntariado se 
ubica en un universo de necesidades que hace que uno de los extremos de esa acción -en este caso, 
los beneficiarios- estén en una situación social, económica, etcétera, que nosotros no podemos 
relacionar con un seguro. En el marco de lo expresado por la señora Senadora Moreira, 
evidentemente, cuando hablamos de las escalas hay algunas muy pequeñas que no van a estar 


incluidas aquí. En ese sentido, considero que algunas de las escalas manejadas por el señor Senador 
Solari serían las primeras a tenerse en cuenta en una acción de voluntariado de mayor envergadura, 
pero me inclino por dejar la redacción actual del literal F). 


SEÑOR LORIER.- No tengo inconveniente en dejarlo tal como está, pero creo que ingresamos en un 
área de reflexión interesante que tiene que ver con las realidades que se viven y las posibilidades 
futuras. Estamos ante una realidad que tiene determinadas posibilidades, pero quizás más adelante 
podamos aproximarnos a otro tipo de situaciones más individuales, como las que vemos todos los días. 
Me refiero, por ejemplo, a personas que van motu proprio, sin ningún tipo de organización detrás, a 
colaborar a los hospitales. Creo que la sociedad debe estimular este tipo de acciones para que, quizás 
desde la utopía, sean cada vez más frecuentes. En Bella Unión visité la Comisión 6 de Mayo, donde 
trabajan unos con otros en forma voluntaria para construir sus viviendas. Este es un formidable 
ejemplo de solidaridad y de trabajo voluntario. 


Simplemente a modo de reflexión quiero decir que si bien en esta etapa no estamos en 
condiciones de elaborar una ley que cubra este tipo de casos, sí se deberá hacer en el futuro. No 
debemos perder de vista estas realidades, más que nada porque revisten una gran importancia moral 
en la sociedad que queremos construir, que es mucho más solidaria y no se vincula solamente con los 
intereses materiales. Sin duda, estamos hablando de vías de aproximación a esa sociedad, y este es 
uno de los caminos. Considero que, frente al individualismo y las actividades que tienen una 
contrapartida puramente material, debe ser tarea de cualquier Gobierno fomentar este tipo de cosas, 
que están más extendidas de lo que se cree -a veces se trata de ir descubriéndolas- sobre todo en las 
capas sociales más desfavorecidas, que saben protegerse de un modo muy interesante. Hice esta 
apreciación porque, como dije, si bien en esta etapa no se pueden cubrir este tipo de casos, sería muy 
bueno hacerlo en el futuro. 


SEÑOR SOLARI.- Propongo que agreguemos al literal F) algo que refleje la línea de pensamiento de 
la Comisión, dándole la siguiente redacción: “F) Estar cubierto por un seguro de accidente en el 
desarrollo de sus tareas a cargo de la institución que lo recibe como voluntario, la que podrá trasladar 
su costo al beneficiario final.” Entonces, no es obligatoria ni programática, sino que al decir “podrá 
trasladar”, manifiesta su carácter de indicativa. 


SEÑOR DA ROSA.- Haré un planteo parecido al del señor Senador Solari. 


Creo que cuando se dan este tipo de situaciones, hasta por la índole de la actividad que se va 
a desarrollar, lo más adecuado -y es lo que probablemente ocurra- es que se pongan de acuerdo el 
beneficiario y la organización que va a realizar la acción del voluntariado y resuelvan el problema. Es 
importante que la norma consagre que quienes actúen en esta acción de voluntariado estén cubiertos 
por un seguro; la ley debe mandatarlo. Cuando se piensa en acciones de altruismo social o de 
solidaridad, estos aspectos se resuelven de una manera más práctica que la que nosotros podemos 
buscar a través de una norma. Pero, eso sí: la norma debe consagrar claramente que aquellos que 
participen de estas acciones y vuelquen su esfuerzo y tiempo de manera gratuita, con un sentimiento 
de solidaridad social, estén cubiertos por el seguro. Así pues, me afilio a una redacción de este tipo en 
el cual la norma consagre la obligatoriedad del seguro y que lo asuma la institución beneficiaria o 
aquella a la que pertenece quien protagoniza la acción de voluntariado. 


SEÑORA MOREIRA.- Propongo mantener las dos redacciones y que se resuelva al momento de votar. 


Quiero informar que debo retirarme en quince minutos, pero antes me gustaría saber si la idea 
es terminar el trabajo en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También debo retirarme en algunos minutos, pero antes de hacerlo quiero dar 
a conocer a la Comisión una propuesta que me han hecho llegar. 


El señor Senador Solari hizo un agregado al literal G), que establece: “Podrá incluir el crédito 
educativo cuando la labor voluntaria se realice en el marco de programas de capacitación y educación”. 
Como en Educación Secundaria hay un caso en el que aún no se aplica el sistema de créditos, me 


propusieron la siguiente redacción: “Podrá incluir el crédito educativo o reconocimiento curricular 
cuando la labor voluntaria se realice en el marco de programas de capacitación y educación”. 


SEÑOR SOLARI.- Creo que las dos redacciones apuntan a lo mismo; me parece que podríamos 
eliminar la expresión “crédito educativo”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, dejaríamos la expresión 
“reconocimiento curricular”. 


SEÑORA MOREIRA.- La creditización es un concepto más universitario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 8% el señor Senador Solari eliminó algunos literales. Creo que 
podríamos considerar que los literales D) y E) del proyecto de ley sustitutivo están comprendidos en el 
A), que habla de “Cumplir los compromisos adquiridos con la entidad en la que ejerce el voluntariado”. 
Esos compromisos bien podrían comprender lo establecido en el literal D), que habla del 
consentimiento expreso y por escrito para el examen psicofísico, así como también lo que se menciona 
en el literal E) con respecto a la participación en las actividades formativas previstas. Es decir que se 
trata de aspectos que no creo imprescindible precisar, porque pueden considerarse incluidos en el 
compromiso que se adquiere según lo dispuesto en el literal A). 


El caso del literal H) también es parecido, ya que allí se establece: “Cumplir con las 
obligaciones que surjan del acuerdo de colaboración al que se refiere el inciso primero del artículo 5% 
de la presente ley”. Quiere decir que este literal H) determina que se debe cumplir con el literal A). 


SEÑOR SOLARI.- Al literal a) le dimos una redacción algo distinta, de manera de recoger más 
explícitamente esas obligaciones, pero en lo personal no tengo inconvenientes en cuanto a que se opte 
por uno u otro texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al literal b) del proyecto del señor Senador Solari, debo decir que 
no me gusta mucho la inclusión de la frase “sin perjuicio del resarcimiento de los gastos en que deba 
incurrir para el desempeño de su función”, porque se podría ingresar en un concepto similar al de pago 
de viáticos. En lo personal, preferiría no incluir esa frase. 


SEÑOR SOLARI.- Aceptamos eliminarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que eso se podría manejar de manera impropia y, en ese caso, 
después habría que controlar estos aspectos. Si estamos de acuerdo, me parece mejor eliminar esa 
frase. 


SEÑOR SOLARI.- Por nuestra parte, no tenemos inconveniente al respecto. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por último, tenemos el artículo 9% del proyecto de ley sustitutivo, que refiere a 
la responsabilidad frente a terceros por daños y perjuicios causados por quienes participen en los 
programas. En la redacción del señor Senador Solari se expresa: “responderán frente a terceros por 
los daños y perjuicios causados por quienes participen en sus programas, en calidad de voluntarios.” 
Nos parece que la responsabilidad frente a terceros tiene que ser definida por la acción precisa del 
voluntario y no por lo que haga el voluntario. De pronto la persona está realizando lo que entiende 
como acción voluntaria y causa un daño a un tercero por una conducta que no tiene nada que ver con 
esa labor. Entonces, no hay que vincular al voluntario en sí sino, como lo establece el artículo 9* del 
proyecto de ley sustitutivo, a las actuaciones del voluntariado. 


Los voluntarios pueden causar daños por fuera de la actividad pautada por la entidad 
organizadora. Entonces, ¿esta deberá hacerse cargo de ello? En este tema no hemos llegado a un 


acuerdo y es muy complejo definirlo en torno al voluntario en sí. 


SEÑORA MOREIRA.- El otro tema a analizar es quién se hace cargo de la responsabilidad frente a 
terceros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente, estamos en una situación muy parecida a la del seguro. 
Entendemos que la siguiente frase que nos propone el señor Senador Solari es confusa, cuando dice: 
“Las instituciones beneficiarias públicas y privadas que utilicen voluntarios en el desarrollo de acciones 
y programas”, etcétera. 


SEÑORA MOREIRA.- En este caso es más claro que la responsabilidad frente a terceros es de la 
organización que está a cargo de los voluntarios -que es la que proyecta el trabajo, delimita las áreas 
de acción y las iniciativas permitidas, etcétera- y no de la institución beneficiaria. Entonces, la que 
organiza el trabajo no es la institución beneficiaria, sino la correspondiente a los voluntarios. Aquí cito 
nuevamente el ejemplo de “Un Techo para mi País”, ya que si hay una mala previsión en la 
construcción de las casas y se le cae encima una tabla a un niño que está corriendo en sus 
alrededores -que, además, sería el beneficiario- la responsabilidad del daño a terceros es de la entidad 
que lleva a cabo el voluntariado y no de la institución beneficiaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo la misma impresión. 


SEÑOR SOLARI.- Estoy de acuerdo con lo que se está proponiendo y en lugar de decir “entidades 
públicas y privadas” se debería expresar “organizaciones de voluntarios”, de manera que quede más 
claro con el resto de la redacción. Por tanto, la redacción quedaría de la siguiente manera: “Las 
organizaciones de voluntarios públicas y privadas que utilicen voluntarios en el desarrollo de acciones y 
programas con fines de bien común, responderán frente a terceros por los daños y perjuicios causados 
por quienes participen en sus programas, como consecuencia de la realización de actuaciones del 
voluntariado.” Quedaría por saber cómo se paga o determina la responsabilidad. 


SEÑORA MOREIRA.- No estoy al tanto del cambio que se hizo debido a que falté a una sesión de la 
Comisión. Concretamente, quiero saber por qué se hace mención a “organizaciones de voluntarios”, 
porque si una entidad pública -supongamos que sea el Mides- contrata voluntarios para desarrollar una 
tarea, la responsabilidad sería de esta y no de la organización de voluntariado. En todo caso, la 
institución pública es la que realiza tareas de voluntariado. Entonces, no entiendo por qué se sustituyó 
la expresión “entidades públicas o privadas” por “organizaciones de voluntarios”, y como no concurrí a 
una sesión, me parece que me perdí la fundamentación. Obviamente, las entidades públicas o privadas 
son entidades públicas o privadas además de contratar trabajo voluntario. 


SEÑOR SOLARI.- Ese cambio responde, fundamentalmente, a la necesidad de distinguir entre 
entidades privadas y algunas públicas que organizan solamente trabajos voluntarios de otras que 
reciben el beneficio de esos voluntariados. En algunos casos, como el del Mides, se juntan ambas 
cosas, pero son la excepción. La mayoría de las entidades que organizan a los voluntarios son 
diferentes de las que reciben los beneficios, aun estando dentro del sector público. 


SEÑORA MOREIRA.- Ahora me queda claro. De todos modos, si quisiéramos hacer una conjunción 
entre una redacción y otra, debería expresarse: “Las entidades públicas y privadas que utilicen 
voluntarios en el desarrollo de acciones y programas con fines de bien común” -esta parte quedaría 
igual al texto original- “ya sea a través de organizaciones de voluntariado o en forma individual, 
responderán frente a terceros por los daños y perjuicios causados por quienes participen en sus 
programas como consecuencia de la realización de actuaciones de voluntariado”. ¿Esa sería la 
redacción, señor Senador Solari? 


SEÑOR SOLARI.- Quiero aclarar que envié un mensaje por correo electrónico que dice que lo 
elemental de lo que estamos discutiendo es el artículo 4%, porque es a partir del cual tenemos que 
hacer esa distinción y mantener ese criterio a lo largo de todo el proyecto de ley. Seguramente la 
redacción propuesta no sea la más feliz porque no recoge aquellas situaciones en las cuales una 
entidad pública puede organizar voluntarios y, al mismo tiempo, ser la destinataria final del servicio que 


presta. Pero, en fin, la señora Senadora Moreira, que tiene experiencia en actividad académica, la 
podrá retocar para que quede más afinada. 


SEÑORA MOREIRA.- Le agradezco la propuesta, pero en este momento debo retirarme, por lo cual 
solicitaría continuar con este tema en la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 48 minutos.) 
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